
COMUNICADO SOBRE EL CASO DE L@S 18 DE LA MACARENA
(Historia completa del caso)

El caso de ‘los 6 de la Macarena’ tiene su origen en febrero del pasado año 2018, cuando 
tras la ocupación de unas viviendas vacías en el barrio sevillano de la Macarena se 
realizó un desalojo policial en el que 18 personas fuimos identificadas, 6 de las cuales 
detenidas y posteriormente enviadas a prisión preventiva durante 56 días. A día de hoy 
decidimos sustituir el popularizado nombre de ‘los 6 de la Macarena’ por ‘l@s 18 de la 
Macarena’ debido al total de personas involucradas en el caso, a todas las cuales nos 
piden elevadas penas penitenciarias y económicas.

Para comprender el por qué de la ocupación y las motivaciones de las personas 
encausadas es necesario enmarcar el caso en el contexto general de lucha por el derecho
a la vivienda en la ciudad de Sevilla. Nuestra ciudad, al igual que otras muchas en 
Andalucía y el resto del estado, es un lugar muy castigado por la crisis económica, donde 
la desigualdad social se ve reflejada entre otros aspectos en los problemas de vivienda 
que asolan a una importante parte de la población, llegando a cifras alarmantes de más 
de 3 desahucios diarios y alrededor de 1.100 personas sin hogar tan sólo en la localidad 
de Sevilla. Los albergues y centros de acogida institucionales dirigidos para suplir la falta 
habitacional se ven incapaces de solucionar sus problemas, si acaso ‘parchearlos’ 
acogiéndolos durante unos días al mes debido a la insuficiencia de alojamiento al total de 
las personas sin hogar, que se ven obligadas a pernoctar el resto del tiempo a la 
intemperie en nefastas condiciones para la salud humana. Estos problemas se 
encuentran especialmente acrecentados en el barrio de la Macarena, el cual actualmente 
está sufriendo un notorio proceso de gentrificación. Debido a su posición estratégica junto 
al casco antiguo de la ciudad el barrio está siendo el escenario de un desmedido proceso 
de especulación de la vivienda protagonizado por las cadenas hoteleras, entidades 
bancarias, inmobiliarias y demás negocios que se nutren del turismo. Este fenómeno tiene
graves consecuencias para los vecinos y vecinas de la Macarena, que ven como el precio
de los alquileres de sus viviendas sube desproporcionadamente, viéndose empujados en 
ocasiones a abandonar sus hogares, hacinarse en infraviviendas junto a más familiares, o
en el peor de los casos sufrir un desahucio que los empuje a la calle.

Es en el barrio de la Macarena también donde se concentran la mayoría de personas sin 
hogar de la ciudad y, a su vez, donde históricamente se han encabezado la mayoría de 
resistencias vecinales y movimientos de lucha por el derecho a la vivienda, amparado en 
el artículo 47 de la Constitución, pero que en la praxis brilla por su ausencia. Un claro 
ejemplo de estas formas de resistencia son las corralas de vecinas, viviendas ocupadas 
por varias familias que se organizan juntas para reivindicar su derecho a la vivienda, como
el popular caso de la ‘Corrala de Vecinas la Utopía’ que albergó entre 2012 y 2014 a más 
de 35 familias en situación de vulnerabilidad, entre otras decenas de corralas vecinales 
existentes en los últimos años en la localidad sevillana y sus alrededores. 

Es en este contexto donde a finales de 2017 varias personas sin hogar cansadas de su 
injusta situación deciden ocupar un bloque de viviendas en ruinas creando la ‘Corrala 
Dignidad’, un nuevo concepto de corrala, en el que las propias personas sin hogar, las 
víctimas más desfavorecidas de la especulación inmobiliaria, fueron las protagonistas. 
Este nuevo movimiento entró con fuerza, aunando a cantidad de colectivos sociales de la 
ciudad, plataformas defensoras del derecho a la vivienda y asociaciones pro derechos 
humanos, que vieron en la nueva corrala un movimiento esperanzador y digno por el que 
luchar. La red de apoyo que se creó hizo que la ‘Corrala Dignidad’ creciera por momentos,



llegando a acoger a más de 50 personas sin techo cada noche, demostrando que la 
solidaridad entre personas sin recursos puede llegar a ser más efectiva que toda la 
estructura y recursos de un Ayuntamiento. Poco después se ocupó otra vivienda 
deshabitada también en el barrio de la Macarena, esta vez destinada a acoger a varias 
familias formadas por mujeres con niños en situaciones de extrema necesidad.

En este ambiente de movilización popular unida bajo el estandarte del derecho a la 
vivienda es donde varios jóvenes y personas sin hogar desesperadas por su situación, 
unidas a algunos de los compañeros de las corralas recién creadas, empoderados por los 
logros que estaba teniendo el movimiento, decidimos ocupar en febrero de 2018 el edificio
Nº 42 de la calle Macarena, para dar alternativa habitacional a más personas sin hogar, 
esperanzadas por los recientes triunfos de las corralas. El edificio escogido para la 
ocupación estaba en el mismo lugar donde años atrás se encontraba el centro social 
‘Casas Viejas’, uno de los centros autogestionados más relevantes en la historia de la 
ciudad. Actualmente el espacio estaba formado por varios bloques de viviendas 
aparentemente nuevas y deshabitadas que, según las fuentes informativas de las que 
dispusimos en el momento, pertenecían a una promotora constructora que los mantenía 
vacíos especulativamente. Se ocuparon varios apartamentos vacíos, aún sin estrenar, 
cuya falta de instalaciones eléctricas y de agua confirmaban la ausencia de habitantes en 
el inmueble. Con la ocupación se pretendía denunciar el modelo de vivienda especulativo 
imperante en nuestra sociedad, al tiempo de solventar las necesidades habitacionales de 
varios de los integrantes del grupo, muchos de los cuales pasaban por situaciones 
verdaderamente extremas, con el frío del invierno aún presente en las calles. No había en
ello una irrecusable voluntad de permanencia, estábamos abiertos a mediar con la 
propiedad y las instituciones una posible negociación que aportase soluciones a nuestras 
necesidades. 

La mañana del viernes 16 se hace pública la ocupación del inmueble, invitando a las 
redes de apoyo del movimiento del derecho a la vivienda a presenciar el despliegue de 
pancartas reivindicativas que se pensaba realizar en el edificio para anunciar al público la 
ocupación del mismo. Pero minutos antes del momento acordado para el despliegue de 
las pancartas, varios policías pertenecientes a la Brigada de Información irrumpen en el 
edificio desde la azotea vestidos de paisano, y sin identificarse como policías ni mediar 
diálogo alguno comienzan a desalojarnos violentamente. Uno de los policías abrió desde 
dentro la puerta del bloque que daba a la calle al tiempo en el que estaban llegando el 
primer grupo de personas que acudió a apoyar la ocupación a la llamada a través de 
redes sociales de la publicación del acto. Se concentraron en la acera que se encontraba 
frente al edificio y atónitos por el jaleo procedente del interior del bloque, comenzaron a 
dialogar con el policía que abrió la puerta, preguntándole de que se trataba todo aquello y 
pidieron alguna orden judicial que justificara aquel desalojo repentino. En cuestión de 
segundos llegaron varios furgones policiales de los que salieron numerosos efectivos, 
estos sí uniformados, que disuadieron violentamente a las personas concentradas frente 
al edificio, penetraron dentro y expulsaron a todos los allí presentes. Nos hacinaron frente 
a la muralla de la Macarena, tanto a los ocupantes del edificio como a las personas que 
venían a brindar apoyo, aplicando bastante violencia por parte de algunos agentes a 
pesar de que acatamos sus indicaciones desde el primer momento.  Varias personas 
resultamos heridas, víctimas de la innecesaria agresividad con la que se produjo el 
altercado, uno de nosotros de gravedad, un joven compañero que trataba de ayudar a una
mujer que había caído al suelo al ser empujada por uno de los agentes, al que le 
propiciaron fuertes golpes con la porra, causándole una profunda herida en la cabeza que 
lo dejó inconsciente durante varias horas. Casi todas las personas allí presentes fuimos 
identificadas, y para sorpresa de todos, 6 de nosotros fuimos detenidos según un criterio 



totalmente arbitrario y enviados a los calabozos sin saber exactamente de qué se nos 
acusaba. Al día siguiente nos llevaron a los juzgados, la abogada que nos designaron nos
recomendó que nos acogiésemos a nuestro derecho a no declarar, para preparar la 
declaración con calma cuando nos sacaran de allí, sin la presión e incertidumbre de la 
que éramos víctimas en aquel momento. Aguardamos para ver al juez que iba a 
notificarnos del delito por el que se nos acusaba antes de regresar a la calle. Nos 
designaron al Juez N.º 4 de Instrucción de Sevilla, el cual tras escuchar tan solo la versión
de los hechos que le ofrecieron las fuentes informantes policiales no dudó en enviarnos a 
prisión preventiva a los 6 acusados, por supuesto riesgo de destrucción de pruebas, 
reiteración de los hechos y desarraigo, medida excesiva y desproporcionada desde 
cualquier ángulo, impropia de la alarma y los riesgos existentes. Recordemos que la 
prisión preventiva es una medida de extrema dureza, la mayor que se puede aplicar en un
Estado de Derecho para personas no condenadas.

Una vez dentro de prisión, pudimos conocer detalladamente la acusación policial y el 
escrito de petición de encarcelamiento que caía sobre nosotros. La versión brindada por 
el atestado policial distaba bastante de la realidad de los hechos acometidos. Según el 
escrito, la ocupación del inmueble se produjo la misma mañana del día del desalojo. En él
se nos acusaba de haber agredido al aparejador de la obra en el momento en el que este 
entraba en el edificio, de haber causado numerosos desperfectos en el inmueble en el 
intento de violentar las puertas de acceso, y además agredir a varios de los agentes 
policiales que trataron de desalojarnos, insistiendo reiteradamente en el uso de un 
comportamiento desmedidamente agresivo y violento tanto por parte de los ocupantes 
como de las personas que se hallaban frente al edificio. Nada más lejos de la realidad, ya 
que si bien las circunstancias del desalojo no estuvieron exentas de tensión debido al 
clima propiciado por la irrupción violenta de los agentes in-identificados, absolutamente 
nadie le puso un dedo encima a ninguno de ellos, hecho confirmado reiteradas veces por 
todas las personas allí presentes. Los partes de lesiones ofrecidos por los agentes 
responden a lesiones leves que se curaron en el plazo de un día, todas ellas en zonas del
cuerpo como las muñecas o los nudillos, por lo que resulta fácilmente deducible que 
manan de los forcejeos acometidos y las agresiones que los agentes ejercieron sobre 
nosotros. En una primera instancia solo notificaron tres partes de lesiones leves, pero 
poco antes de presentar declaración ante el juez que nos envío a prisión, presentaron 
otros tres partes que sumaban un total de seis, por medio de los cuales nos podían 
acusar a cada uno de los seis detenidos de atentado a agente de autoridad. Además 
existen multitud de pruebas que demuestran que se pernoctó en el edificio la noche 
anterior. Sin decir tiene la falta de lógica existente en el método de ocupación del 
inmueble defendido por el discurso policial, con la supuesta irrupción de un grupo 
organizado y violento a plena luz del día, agrediendo a un trabajador inocente y a las 
fuerzas policiales, además de ser capaces de abrir varios apartamentos en cuestión de 
minutos. Relato que a cualquier persona sensible, cercana al movimiento de lucha por la 
vivienda, o simplemente poseedora de un mínimo sentido crítico le cuesta creer. En total 
se nos acusaba de seis delitos diferentes: atentado a agente de autoridad, delito leve de 
lesiones, delito de daños, desórdenes públicos, delito leve de maltrato de obra y 
usurpación violenta, que en conjunto sumaban espeluznantes penas económicas y 
penitenciarias.

Fue también en estas circunstancias, ya una vez dentro de prisión, donde tanto nosotros 
como nuestros compañeros no encarcelados fuimos informados de que pese a que la 
propiedad del edificio escogido estaba regentada por una inmobiliaria, algunos de sus 
apartamentos habían sido ya vendidos a varios particulares, que estaban a la espera de la
finalización de las obras para habitar las viviendas, entre los cuales se hallaba 



“casualmente” uno de los policías de la Brigada de Información que irrumpió en el bloque 
desde la azotea para expulsarnos. De haber sabido esto no habríamos entrado en el 
edificio. El error informativo en la investigación que hicimos sobre la propiedad de la 
vivienda fue fruto de una mala organización y si en el momento del desalojo hubiéramos 
sido informados por parte de los policías de las circunstancias relativas a la propiedad del 
inmueble, no hubiéramos dudado en abandonar el lugar en aquel mismo instante. Iría en 
contra de nuestros ideales que abogan por el derecho a la vivienda para todos los seres 
humanos el usurpar viviendas de ciudadanía inocente, ajena a los problemas que manan 
de la especulación inmobiliaria. Lo que no consideramos absolutamente justo es la forma 
en la que se nos expulsó del edificio, por medio de la fuerza bruta y sin ni siquiera intentar
entrar en diálogo, y aún más injusta todavía la represión judicial que cayó sobre nosotros 
y nos había lanzado sin reparo al agujero penitenciario como medida preventiva, al igual 
que asesinos o violadores, por el mero hecho de luchar por la dignidad de las personas y 
su derecho a habitar en condiciones humanamente aceptables, obteniendo como único 
resultado el techo de una celda fría.

Se formó una plataforma de apoyo a ‘los 6 de la Macarena’ para denunciar la injusticia de 
los hechos ocurridos y luchar por la libertad de los 6 detenidos, los cuales no teníamos 
garantía alguna de cuando íbamos a salir de la cárcel, ya que la naturaleza de la prisión 
preventiva es la de mantener a los reclusos privados de libertad a espera de juicio o 
esclarecimiento de los hechos, cuya estancia se puede prorrogar hasta los dos años. Pero
gracias a la presión popular y pese a las complicaciones que ofreció el juez para resolver 
el asunto de manera diligente, se consiguió que saliéramos tras 8 semanas de reclusión 
carcelaria en libertad provisional, estado en el que seguimos actualmente, teniendo que 
firmar dos veces al mes en los Juzgados.

La represión ejercida sobre nosotros sirvió de medida ejemplarizante e hizo que el 
movimiento en auge de lucha por el derecho a la vivienda se desinflara poco a poco, fruto 
del miedo, la desorganización y las divisiones internas generadas a raíz del duro golpe 
que recibimos, no solo nosotros sino todo el movimiento sevillano. Se desocuparon más 
viviendas en la ciudad, incluida la ‘Corrala Dignidad’ la cual se encuentra actualmente 
derribada, a espera de la construcción de unos nuevos apartamentos inmobiliarios.

Situación Actual

A día de hoy, un año después de nuestra puesta en libertad, el Juez de Instrucción N.º 4 
ha dado por finalizada la fase de investigación del caso, dando paso a la apertura de un 
Juicio Oral aún sin fecha, donde tendremos la oportunidad de explicar nuestra versión de 
los hechos. Pero el panorama no se presenta fácil, ya que la fiscalía sigue defendiendo la 
versión ofrecida por la policía hace un año y acusándonos de los mismos seis delitos 
referidos pese a las pruebas aportadas por nuestros abogados defensores. 

Las 18 personas encausadas nos enfrentamos a penas de prisión que oscilan entre los 5 
años y medio, y 3 años y 8 meses en el mejor de los casos, sumando un total de 77 años 
de cárcel. Y penas económicas de entre 4.140€ y 5.255€ por persona que, sumadas a 
una fianza de 21.914€ suponen un total de 103.124€, incapaces de ser abonadas por 
cuenta propia por los integrantes del caso dada nuestra precaria condición económica.

Sobra decir nuestra consideración sobre las penas que tratan de imponernos, fuera de 
cualquier canon de justicia, que se acercan más a conseguir duros castigos 



ejemplarizantes para disuadir la protesta y movilización social, criminalizando todo lo que 
cuestione el discurso que consagra la especulación financiera con la vivienda, que el 
derecho al uso por el que ha sido concebido el sistema judicial. Penas que manan de un 
atestado jurídico incoado, continente de numerosas falsedades y omisiones, que se 
aproxima más a un montaje, tendente a construir un relato que permita criminalizar la 
protesta social, cogiendo como cabeza de turco nuestro desafortunado caso, el cual 
estaba guiado en su sentido más profundo por hermosos valores de solidaridad y justicia 
humana, con la búsqueda del derecho a la vivienda digna. Derecho teóricamente 
amparado tanto en la Constitución Española como en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, pese a la falta de vigencia que tristemente existe en su praxis, con 
millones de seres humanos que habitan a la intemperie en la crudeza de las calles del 
mundo.

Pese a todo ello nos encontramos positiv@s y con ganas de luchar por nuestra 
absolución, tanto por supervivencia como por dignidad y justicia. Nos queda un duro reto 
por delante, pero estamos mentalizad@s para superarlo. Para ello hemos creado una 
Plataforma de Apoyo junto a la inestimable ayuda de vari@s compañer@s, con el fin de 
trazar una estrategia organizativa conjunta hasta que llegue el juicio, tanto a nivel de 
movilización social, como de recaudación de fondos y difusión. Somos conscientes de que
sin un apoyo popular, difusorio y económico contundente no conseguiremos ganar esta 
batalla, razón por la cual realizamos este llamamiento. Nuestro primer objetivo ahora es 
conseguir los 21.914€ que nos exigen de fianza, los cuales nos fueron solicitados en 
nuestra última vista judicial, declarándonos insolventes dada la imposibilidad que 
teníamos de amonestar tal cantidad de dinero, pero que pueden ser cobrados mediante el
embargo de cualquier bien que figure administrativamente como parte de nuestra 
propiedad. Hecho totalmente desmedido dado que aún no hemos recibido un juicio que 
permita expresar nuestra versión de los hechos y por tanto no está ratificada la acusación 
fiscal que cae sobre nosotros. Además luchamos contra el silencio mediático, ya que 
nuestro caso no ha tenido la repercusión que se merece en ningún momento, siendo 
desconocido para la gran mayoría de la población incluso en la localidad sevillana, por lo 
que nos es muy necesaria su difusión.

Por todo ello pedimos la solidaridad de personas y colectivos con nuestra causa. 
Cualquier ayuda es bien recibida y agradecida por nuestra parte dadas las duras 
circunstancias en las que nos encontramos en estos momentos. Entendemos este 
llamamiento no solo como un acto de compasión y solidaridad aislado sino como un acto 
de resistencia popular en favor de los derechos del pueblo entero en su conjunto. Ya que 
lo que nos ha ocurrido no es solo un ataque contra 18 personas, es un ataque a toda la 
lucha por el derecho a la vivienda, en favor de la especulación financiera del techo, en 
favor de un sistema capitalista salvaje que mata personas de frío cada noche mientras 
miles de casas siguen vacías, es un ataque contra tod@s nosotr@s, contra nuestros 
derechos y libertades fundamentales, tan castigados en los últimos tiempos.

¡Basta ya de represión! ¡Luchar por el derecho a la vivienda no es delito!
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